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Puebla.- Considerando algunos rasgos del comportamiento político (abordado en ponencias presentadas en congresos de la SOMEE) sugieren como hipótesis de trabajo que la coyuntura electoral del 2012 y en general la convivencia política en México no se acerca a las aspiraciones de su ciudadanía, ni coadyuva al desarrollo democrático tal y como se expresa en:
1. la fragilidad y el anquilosamiento de los partidos políticos que hacen comparables esas instituciones a la figura de franquicias al servicio de grupos de interés;

2. las elecciones expresan intereses en juego que no necesariamente corresponden a la ideología o al programa que enarbolan los partidos políticos; 

3. las prácticas ciudadanas alrededor de la defensa del voto o el rechazo al sistema de partidos, expresada en la abstención y en los mecanismos de presión, al margen de los canales institucionales, expresarían un rezago de los liderazgos políticos y de la cultura política en general; 

4. la mercadotecnia electoral se ha impuesto y, en consecuencia, la desinformación a través de los medios masivos de comunicación en abierta confrontación y conflicto con el marco legal que rige las campañas electorales; 

5. la inconsistencia en las preferencias electorales, la volatilidad del voto o sus expresiones adjetivadas (voto duro, útil, diferenciado y de castigo) están relacionadas con la creciente despolitización, el desfiguro ideológico y, sobre todo, en las estrategias electorales basadas en la nueva cultura política mediática centrada en el cultivo de la imagen de los candidatos y el vacío de los contenidos ideológicos y programáticos;

6. la cultura política que heredamos del partido hegemónico (PRI) que monopolizó de manera autoritaria, corporativa y clientelista, el poder político actualmente se impone a nivel nacional por todos los partidos políticos; 

7. en fin, pasamos de un pasaje de participación social y política de oposición, básicamente radicada en los movimientos sociales, a una apresurada y obligada participación político partidaria sin tradición ni historia partidista de lucha político parlamentaria. Así, después de un largo proceso, la alternancia en el poder se logra en un marco de degradación (del PRI), conllevando a una frustrada expectativa de cambio democrático (por parte del PAN) y a fallidos ejercicios electorales cuya credibilidad ha sido menguada (elecciones presidenciales de 1988 y 2006).

Por lo anteriormente expuesto, consideramos que la actual coyuntura electoral, del año 2012, forma parte de los últimos procesos políticos electorales presidenciales que caracterizan el período de la alternancia y la mal llamada transición a la democracia. Veamos entonces, brevemente y por apartados: la evolución de las instituciones y el marco jurídico de los procesos electorales, luego, abordemos las características de los conflictos electorales en las últimas elecciones y, finalmente, veamos el escenario electoral y los intereses en juego para el año 2012.

Creación de instituciones y marco jurídico de los comicios
Para académicas como Silvia Gómez Tagle, entre 1977 y 1996, México pasa de tener un partido hegemónico a un partido predominante (PRI), a partir de que se expide la Ley Federal de Organizaciones y Procesos Políticos Electorales (LFOPPE, 1977). Entendiendo que desde ese entonces transcurre un lento proceso que desemboca en el año 1996 con la ciudadanización del Instituto Federal Electoral cuando el poder ejecutivo deja de ostentar el control de los procesos electorales y de obstaculizar el desarrollo de la oposición
. Es decir, hasta antes de esa fecha, los proceso político electorales estuvieron a cargo de la Comisión Federal de Vigilancia Electoral (1948) y la Comisión Federal Electoral (1973), dependientes de la Secretaría de Gobernación. Como bien dice Gómez Tagle, eran las épocas en que las elecciones eran rituales de renovación de dirigencias políticas sin una competencia real. 

Durante los años ochenta y teniendo como antecedente la LFOPPE, se da nuevamente una reforma electoral (1986), se expide el Código Federal Electoral (1987) y se crea el Tribunal de lo Contencioso Electoral (1988). Es decir, ante los antecedentes de confrontación se establece un mínimo marco jurídico que pudiera regular la participación político partidaria en las elecciones presidenciales de 1988. 

Para esa elección, el margen de legitimidad del PRI comenzaba a erosionarse, el descontento popular desbordaba las posibilidades de manipulación y, en un momento en que la votación resultó de tal manera adversa al PRI, el gobierno del Presidente Miguel de la Madrid decidió interrumpir el conteo de votos pretextando una caída del sistema de cómputo
. 

Había tal descontento social que es explicable el acuerdo del gobierno de Carlos Salinas de Gortari, surgido de las cuestionadas elecciones de 1988, para conceder el registro a nuevos partidos políticos con la pretensión de “modernizar” la participación política, entre ellos, el Partido de la Revolución Democrática (PRD, 1989) y el Partido del Trabajo (PT, 1990). Antes de ese conflicto electoral se había creado el Partido Verde Ecologista (PVEM, 1986). Como bien señala Elsa Patiño Tovar, las organizaciones populares independientes habían marcado un hito al involucrarse en las elecciones presidenciales de 1988. Eran las épocas en que la oposición radicaba, mayormente, en movimientos sociales, y esa participación era relevante a pesar del margen de maniobra por parte del gobierno que permitía el óptimo funcionamiento del autoritarismo a través del clientelismo y el corporativismo mediante dádivas convertidas en políticas públicas de asistencialismo social
. 
Sin embargo, la apresurada aparición en la escena política de las organizaciones populares, convertidas en partidos políticos, da paso a su descomposición e instrumentación al viejo estilo del clientelismo y el corporativismo que se heredó del PRI, pero, es indudable, también le da base social y capacidad de movilización a la oposición de izquierda. 

Del lado de la derecha, se tenía el antecedente del reclamo internacional del PAN, apoyándose en el compromiso mexicano signado con la OEA y en su reciente incorporación al GATT
, respecto a las acusaciones de fraude en las elecciones locales de algunas entidades federativas que antecedieron a la elección presidencial de 1988. Dicho antecedente tuvo fuerte importancia para el reconocimiento de los resultados electorales adversos al PRI en lo que, en México, se conoció como las “concertacesiones” (acuerdos un tanto turbios a la búsqueda de legitimidad y reformas entre el Presidente Carlos Salinas y dirigentes del PAN) para reconocer su llegada al gobierno de entidades federativas como Baja California (1989), Guanajuato (1991) y Chihuahua (1992). Cosa que no sucedió con los reclamos de fraude contra el PRD en entidades como Michoacán (1989 y 1992)
. 

De 1990 a 2007, se crea el Instituto Federal Electoral (IFE, 1990), el Tribunal Federal Electoral (TRIFE, 1990), el Código Federal de Instituciones y Procedimientos electorales (COFIPE, 1990) y se establece la Fiscalía para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE, 1994). En esta década de los años noventa es donde se dan las principales modificaciones a la legislación electoral con cuatro reformas constitucionales-electorales (1990, 1993, 1994 y 1996) y para ese mismo año de 1996, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

Es entonces, a partir del año 1996 y después de 19 años, que el control de las elecciones pasa de la Secretaría de Gobernación a un Instituto Federa Electoral (IFE) constituido por ciudadanos y donde se da el mayor número de acuerdos y adhesiones internacionales vinculados a los derechos civiles y políticos y la asistencia electoral. Sin embargo, cabe insistir, la operación electoral 1988-1994, fue una operación de Estado
 para imponer condiciones de tal modo insuperables, que el PRI, a pesar de su degradación, retiene la Presidencia de la República aunque pierde la mayoría calificada para efectuar cambios constitucionales en la Cámara de Diputados. Por su parte, la oposición de izquierda (PRD) gana las elecciones por amplio margen de votación en el Distrito Federal, en los años 1997, 2000 y 2006
. 
En ese contexto, a partir de las elecciones de 1992 y, sobre todo, para las elecciones presidenciales de 1994, 2000 y 2006, se tiene la presencia de observadores nacionales e internacionales en los comicios. Para las elecciones de 2006 se registraron, ante el IFE, 17 organizaciones nacionales y 357 observadores internacionales
. Fue un hecho que, en su momento, representó un avance, considerando que México tenía como norma no aceptar la injerencia extranjera en asuntos internos
. Era innegable el impacto de los acuerdos y adhesiones internacionales para acordar la observación electoral e, incluso, el hecho de que, dichos acuerdos, se vincularon con otras demandas sociales, locales e internacionales, tales como la transparencia en el manejo de los recursos públicos, la rendición de cuentas y el freno a la corrupción e impunidad
. Entre 1996 y 2003 se firmaron seis acuerdos internacionales y se crearon instituciones nacionales como Transparencia Mexicana (ONG miembro de Transparency International, 1999) y, posteriormente, instituciones públicas como el Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI, 2003). Es decir, por lo que esto implica, los acuerdos y tratados internacionales han sido referente para apoyar demandas que buscan mejorar la calidad de la democracia, pero, también, han permitido aparentar que los avances son generalizados y consistentes cuando es patente la fragilidad de las instituciones electorales. Admitir la simulación, con  tal de obtener la aceptación internacional para establecer acuerdos económicos, facilita la impunidad y el autoritarismo que caracteriza al medio rural y urbano en México y sin lugar a dudas los acuerdos internacionales forman parte de los efectos de la globalización. 

Para las elecciones del año 2000 se observó un comportamiento electoral inusitado: una de las mayores votaciones en la historia de México y, en el medio urbano, la utilización del voto diferenciado aunque, también, el arribo de la mercadotecnia electoral, el adelantamiento de las campañas electorales, el uso preponderante de los medios de comunicación masiva para denostar o ensalzar la imagen de los candidatos y el uso de los partidos como si fueran franquicias electorales. El cambio en la escena política nacional es notable. 

La llegada a la Presidencia de la República del PAN, en un marco de enorme expectación,  pronto se desvanece. Los conflictos que se tuvieron con Andrés Manuel López Obrador, Jefe de Gobierno del Distrito Federal y precandidato presidencial para las elecciones de 2006, reeditan las viejas prácticas del PRI en el intento del Presidente Vicente Fox por impedir la llegada a la competencia electoral de un precandidato con posibilidades de disputar el poder. La polarización, las descalificaciones y el uso de los medios de comunicación masiva, a través de las llamadas campañas negras, hicieron aún más difícil la posibilidad de la cohabitación. El cuestionado resultado de la elección, por medio punto porcentual de la votación, generó una confrontación que dura hasta la fecha. 

Aunado a ello, el uso político y los errores del IFE en la elección de 2006, ocasionaron su descrédito. Además, la negativa del TRIFE para hacer un recuento de la votación y sancionar a quienes ilegalmente (desde el gobierno o el empresariado) intervinieron en el proceso electoral, generaron mayor polarización y conflicto. De ahí la importancia de la controvertida reforma electoral de los años 2007 y 2008 (donde se legisló en materia de acceso a los medios de información, a la fiscalización de recursos y en la resolución de quejas y conflictos) con el afán de regular la intervención de actores vinculados al empresariado y reducir los márgenes de acción de  medios de comunicación masiva (que además de llevarse la parte del león, por lo que se refiere al costo de las elecciones, se han constituido en poderes fácticos con amplio poder de manipulación). En suma, se erosionaron las instituciones que fungen como organizadores y árbitros de la contienda electoral y se causó mayor descrédito de la política y los políticos
 en un ámbito de polarización y conflicto.

Los conflictos electorales 

La tendencia ascendente de la polarización y los conflictos electorales reside en un renovado retorno de la cultura autoritaria ligada a las prácticas fraudulentas, al desaseo electoral y a su correlato de confrontación que ha obligado a la exigencia de anular elecciones, rechazar nominaciones o exigir la destitución de autoridades “electas” y conduce a preguntarnos: ¿cómo surge el conflicto electoral y cómo se expresan los conflictos electorales en el marco de la alternancia? 

Un breve recuento de la teoría del conflicto nos remite a la tradición del darwinismo social en tanto dominación de la competencia y la selección natural, o bien, a la inversa, definida por la tradición intelectual  del positivismo (de Durkheim hasta Parsons) como un sistemas de estatus y de roles donde los actores se refieren a todo un conjunto de reglas, de normas y valores definiendo los comportamientos normales. Nosotros, estamos entendiendo al conflicto como una relación antagónica entre actores mutuamente incompatibles (siguiendo a Kenneth E. Boulding) “en una situación de competencia donde las partes son conscientes de la incompatibilidad de posiciones futuras potenciales y en las cuales cada parte desea ocupar una posición que es incompatible con los deseos de la otra”
. Ahora bien, siguiendo la tradición marxista, no habrá conflicto electoral si no se introduce el asunto del poder y las relaciones de dominación que prevalecen en una sociedad de clases y si no hay actores, o más generalmente relaciones sociales, que suponen comportamientos orientados y valorizados constituyendo una acción social.

Entonces, el asunto del poder y las relaciones de dominación, considerando el aumento de conflictos, también reside en algo que podría sonar ilógico si no fuera por que la alternancia en el poder ha traído consigo prácticas políticas que han generado un mayor descrédito de los políticos y de las frágiles instituciones partidarias. Por un lado ha generado gran confusión y conflicto la entrada y salida de políticos de un partido a otro. Por otro, destacan sinnúmero de prácticas asociadas a la  preeminencia de los grupos de presión y de interés para actuar por encima de las estructuras e ideologías partidarias. Además, la desinformación y las distorsiones que generan las campañas centradas en el cultivo de la imagen de los candidatos y el vaciamiento de los contenidos ideológicos y programáticos
 ha generado no sólo alta volatilidad del voto e inconsistencia en las preferencias electorales sino también una despolitización galopante y altos niveles de abstencionismo. En fin, en los actuales partidos políticos resulta difícil distinguir las prácticas de la herencia priísta correspondientes al acarreo de votantes, el clientelismo, el corporativismo, la polarización, la descalificación, la compra de votos y la coerción a votantes que, inevitablemente, degeneran en un aumento de los conflictos político electorales. 

Los modos de acción social para lograr la reivindicación de las demandas surgidas de los conflictos electorales dan cuenta de una disputa que desde hace mucho se dirime mayoritariamente  en los medios de comunicación y en menor medida en la utilización de la movilización como medida de presión; por lo regular, al margen de la impugnación formal. La alternancia, entonces, no resultó sinónimo de democracia sino expresión de un reacomodo de grupos de presión que buscan preservar sus intereses a través de la mercadotecnia electoral en los medios. Es esto lo que hace ver a los partidos políticos como franquicias accesibles a los grupos de interés que lo mismo transitan de un partido a otro, que hacen pensar a algunos en que hay alternancia como consecuencia de una transición democrática y no como la pervivencia de intereses creados. Así, el cambio de emblemas partidarios y las defecciones masivas resultan explicables. Es el caso del gatopardismo de la cultura política de los cacicazgos rurales donde ahora también, bajo las siglas del PAN o del PRD, perviven los intereses de los que hasta hace poco pertenecían al PRI o al partido que en su momento haya acomodado a sus intereses. 

Así, los límites de los gobiernos divididos, no parecen coadyuvar a fortalecer la cultura política y la participación ciudadana y se convierten en un conflicto sin fin que comienza en la selección de los candidatos, aumenta en la campaña preelectoral, se agudiza en la descalificación de los resultados electorales y se mantiene en ascenso a nivel pos electoral hasta que recomienza el ciclo. Encontramos, reiteradamente, y no importando quién sea el partido ganador, graves conflictos políticos derivados del realineamiento de fuerzas en el momento en que se realiza la entrega-recepción de la administración pública, la aprobación de los presupuestos y la puesta en práctica de prioridades para el ejercicio de gobierno que están lejanas a las promesas de las campañas electorales.

Por tanto, la inconsistencia en las preferencias electorales, sumada a la inconsistencia entre promesas y acciones de gobierno, inhibe la construcción de ciudadanía y genera el aumento de abstención en los procesos electorales. Para la ciudadanía existe una suerte de esquizofrenia entre la emisión del voto, bajo cualquier calificativo, útil, de castigo, duro, diferenciado, etcétera, toda vez que en la mal llamada transición mexicana, predomina el voto según la percepción de la imagen mediática del candidato. 

La incongruencia del pasaje que va de las promesas electorales a las acciones de gobierno no es asequible ni impugnable para el electorado. Las limitaciones son diversas e impactan en la cultura política en múltiples sentidos en cuanto a legitimidad, prioridad, pertinencia y consistencia de lo propuesto en la campaña electoral pues en la práctica, ya como acciones de gobierno, se impone la discrecionalidad y el libre arbitrio de las autoridades electas, quienes no tienen más restricción que las impuestas por la protesta popular bajo la forma del conflicto pos electoral. Además, el uso de las instituciones públicas como trampolín político no tiene su novedad en el uso de los recursos y servicios que provee el Estado para la promoción de nuevas campañas preelectorales sino en el margen de acción personal que desgasta aún más a las instituciones públicas y a las frágiles instituciones partidarias. Sin embargo, resulta optimo para el actual sistema de partidos políticos, tanto para justificar la selección de candidatos-empresarios (que además coadyuvan al patrocinio de sus campañas) a sabiendas de que usan las instituciones públicas como trampolín político, como sirven también para tratar de asegurar a los partidos políticos la retención de su registro, sus prerrogativas económicas y sus cuotas de poder garantizando la relación entre el poder y los negocios.  En suma, las promesas electorales poco o nada tienen que ver con las acciones de gobierno pues el ánimo de los votantes, según algunos ejemplos de la demoscopía local sobre las preferencias electorales, se vincula más:  a que el candidato sea honesto (45 por ciento), que trabaje y que cumpla (21 por ciento) y a que sea sencillo, sincero, preparado, responsable y líder (26 por ciento)
, que a un programa de gobierno medianamente sustentado…. y todo eso sigue presente en la actual coyuntura electoral.

Escenario electoral e intereses en juego

Como es conocido, el calendario electoral del año 2012 incluye comicios para elegir 6 gobernadores y al jefe de gobierno del Distrito Federal, 871 cargos municipales, 500 diputados, 128 senadores y al presidente de la república, de acuerdo con la intención de homologar las elecciones tal como lo mandata la reforma electoral de 2007. 

A lo largo de las  últimas campañas electorales hemos visto que los intereses en juego están definidos de manera preponderante por la aplicación de las políticas neoliberales y las contradicciones surgidas de estas, tanto entre la ciudadanía, como al interior de los partidos políticos. Igualmente, la explicación de los vaivenes en los resultados electorales tienen como trasfondo los conflictos de los actores en pugna originados en la reproducción del sistema político. Veamos los principales resultados de la estadística electoral  y luego abordemos los intereses que desde hace décadas siguen en juego.

Los márgenes porcentuales con los que se ha elegido a los candidatos presidenciales se han reducido al punto del conflicto. La elección presidencial de 1988, marcada por la sombra de fraude electoral, mostró el declive del PRI como partido hegemónico, Carlos Salinas de Gortari (PRI) triunfa en los comicios con el 49.63% de los votos, muy por debajo del 71.6% logrado en la elección de 1982, además con una participación ciudadana de sólo el 51.02%. En las elecciones de 1994, Ernesto Zedillo (PRI) gana la presidencia de la República con el 46.02% de los votos y con una participación ciudadana del 77.16%. En las elecciones del año 2000, Vicente Fox (PAN), termina con el monopolio priísta de 71 años en la presidencia del país, gana la elección presidencial con el 42.52% de los votos, con una participación ciudadana del 63.97%. En las elecciones del año 2006, Felipe Calderón (PAN), gana con el 35.89% de votos, solo medio punto porcentual más de la votación respecto al Candidato del PRD y con una participación ciudadana del 58.5%, generando  graves problemas de legitimidad y ocasionando conflictos que hasta hoy perduran (Ver Serie 1). 

Por otro lado, las elecciones de gobernadores han presentado cambios notables en el marco de la alternancia. En primer lugar, por que cobra un rol privilegiado la elección de gobernadores, debido a la disminución de la presencia de la presidencia de la república en la toma de decisiones, lo cuál también se constata con la constitución de la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO, 2002) que se erige como nuevo interlocutor frente a la presidencia de la república. En segundo lugar, por que, desde el año 2000, se imponen las coaliciones como recurso de los grupos hegemónicos locales para imponer sus candidatos con el partido que mejor acomode a sus intereses y como forma de reproducción del sistema político. Cuestión que se refleja en los vaivenes de los resultados electorales ya que para el año 1994 el PRI gobernaba en 29 entidades federativas y el PAN en 3. Para el año 2000 el PRI gobernaba 20 entidades, el PAN 6, el PRD 4 y dos por coalición  (una encabezada por el PAN-PRD y otra por el PRI-PVEM). Para el año 2006, el PRI gobernaba 8 entidades, el PAN 6, el PRD 2 y por coalición fueron 16 (4 encabezadas por el PAN, 9 por el PRI y 3 por el PRD). En lo que va del año 2012, de las 31 entidades federativas, más el Distrito Federal, 2 están gobernadas por el PRI, 3 por PAN y 27 por coalición (18 encabezadas por el PRI, 6 por el PAN y 3 por el PRD). En fin, el cambio de actores políticos de un partido a otro es común y así tenemos que acceden a las gubernaturas candidatos de “oposición” en las personas de nuevos panistas, perredistas y priístas, que enfrentan a su anterior partido, por lo regular, por no haber sido nominados
. Ver serie 2.
El caso de los diputados es emblemático. En principio por el aumento del número de diputados que pasa, de 300 a 400 en el año 1977 y de 400 a 500 en el año1986, para dar representación proporcional a los partidos que hubieran obtenido mas del 1.5% de la votación pero que, después, también incluye en la representación proporcional al partido mayoritario (quedando 300 diputados uninominales y 200 plurinominales, para un período tres años). Luego, cabe resaltar que resulta un hito que el PRI haya perdido la mayoría absoluta en Cámara de Diputados, en el año 1997, toda vez que se considera que la ausencia de mayoría absoluta, ante la falta de acuerdos parlamentarios conlleva a abordar la conflictiva agenda legislativa con una marcada orientación definida por la coyuntura política. Cuestión que se observa en los vaivenes de la integración de la Cámara de Diputados ya que, en el año 1988, el PRI obtiene 262 escaños contra 101 del PAN, pero que se invierte en el año 2000, cuando el PAN obtiene 213 escaños y el PRI 211. Situación que se sostiene, en el año 2006, cuando el PAN obtiene 206 escaños, el PRD 126 y el PRI 104, pero que se revierte en el año 2009 cuando el PRI repunta y obtiene 237 escaños, el PAN 143 y el PRD 71. Ver gráfica 1.

Por lo que se refiere al senado, las reformas electorales de los años 1986, 1993 y 1996, conducen al aumento del número de senadores, de 64 a 128, al aumento de la duración del periodo senatorial, de 3 a 6 años, y a la disposición de elegir por cada entidad federativa, 2 senadores por mayoría, 1 para la primera minoría y 1 por el principio de representación proporcional (por lo regular curul destinada a exgobernadores, exfuncionarios o políticos, sin exponerse a la competencia electoral). Resulta importante señalar que, en el año 1988, el Frente Democrático Nacional, que postuló a Cuauhtemoc Cárdenas, logró cuatro escaños en el senado (contra 60 del PRI) y que el PRI pierde la mayoría absoluta en el senado en las elecciones del año 2006, ya que  el PAN obtiene 52 escaños, el PRI 33, el PRD 26, el PVEM y Convergencia 6 cada uno, el PT 4 y el PANAL 1 escaño. Ver gráfica 2.

En estas elecciones del 2012, los intereses en juego son similares a los tenidos desde la aplicación de las políticas neoliberales
, me refiero a las pugnas por la privatización del petróleo, la privatización de la electricidad; los recortes al gasto social, a las pensiones, a los contratos colectivos de trabajo; el aumento de la gasolina (que en promedio de 2006 a 2011 es de 43.93% para gasolina magna y de 76.09% para el diesel)
, y la creación de nuevos impuestos y demás cuestiones que engloban las llamadas “reformas estructurales” que requiere el libre mercado globalizado. Así, desde el sexenio de Miguel de la Madrid, hasta el de Felipe Calderón, la afinidad por la aplicación de políticas neoliberales hacen difícil al electorado distinguir las diferencias entre el PRI y el PAN.

Sin embargo, los efectos colaterales de la acción gubernamental, representan el aspecto más sensible de los intereses en juego en esta coyuntura electoral, pues refieren a problemas significativos para los ciudadanos. Es el caso del desorden financiero que impera por el aumento de la deuda pública de municipios y entidades federativas
, la inseguridad y la violencia contra lo que se ha dado en llamar “la guerra contra el crimen organizado”
 cuyo saldo sangriento oficialmente alcanza más de 50 mil muertos, el aumento persistente de la pobreza
, el aumento del desempleo y la desorganización social y la inseguridad en las entidades federativas donde impera el narcotráfico. Y, en este contexto de intereses afectados que el electorado identifica yerros y desatinos de la acción gubernamental, que ponen en desventaja al PAN y a su candidata. 

Cabe destacar también la polarización de intereses que concitan las restricciones que entraron en vigor desde las elecciones del 2009, referentes a la asignación de prerrogativas para los partidos políticos. Pues, por un lado, llevará ventaja en el monto de los recursos el partido que haya tenido mejor votación en las elecciones inmediatas anteriores (y esa es una ventaja electoral para el PRI y su candidato). Por otro lado, las restricciones respecto a la asignación del voto ciudadano, para el partido o a para la coalición (con sus consecuentes efectos, en cuanto a prerrogativas referentes a recursos y escaños), son una desventaja para las coaliciones conformada por el PRD, PT y MC y su candidato.

En fin, la percepción que los partidos políticos logren crear en el imaginario del ciudadano, en su gran mayoría constituido por ciudadanos empobrecidos, despolitizados, sin memoria histórica y con bajo nivel educativo, dependerá, como en las elecciones anteriores, de forjar una percepción favorable a la imagen de sus partidos y candidatos a través de las campañas negras mediante los millones de spots (infomerciales) electorales. A ello coadyuvará el uso político de las encuestadoras demoscópicas y la actitud de los contendientes en los dos debates a lo cuales están obligados a participar los candidatos presidenciales.
A manera de conclusión

Hemos abordado el largo y lento camino que hasta ahora han recorrido los procesos electorales, sus conflictos y su repercusión en los cambios de la escena política y, en ese contexto, las elecciones del 2012 no presentan signos favorables al desarrollo democrático. Los partidos contendientes y las autoridades electas en el marco de la alternancia no se fortalecieron, siguen siendo instituciones anquilosadas cada vez más usadas como si fueran franquicias, cada vez más alejados de los ciudadanos y cada vez más vinculadas a la relación entre poder y negocios. Aunado a ello, existe una incoherencia entre la ideología y la práctica partidaria, entre las promesas electorales y las acciones de gobierno. 

Los cambios en las leyes electorales son cada vez más constantes, de una elección a otra, y cada vez menos eficaces, al punto que las autoridades electorales son constantemente rebasadas y repetidamente expuestas al desgaste ante la constante violación de su cumplimiento. 

Las elecciones del 2012, son similares a la anterior y muestran la forma en que se han trastocado los roles de los actores políticos: presidentes, gobernadores, alcaldes y funcionarios de gobierno, involucrados en la coyuntura electoral; organizaciones empresariales, clericales y concesionarios de medios de comunicación actuando como grupos de presión en la coyuntura electorales, etcétera. Lo cual reafirma la preeminencia de los grupos de interés y el papel de funcionarios y autoridades gubernamentales en la contienda electoral en detrimento de los ciudadanos. Esta irrupción en el modo de reproducir e imponer la actual cultura política nos lleva a la necesidad de recapitular sobre las herramientas teóricas para analizar los procesos político electorales.

En fin, es innegable, ante nuestras contradicciones políticas, en cuanto a parámetros de calidad de la democracia (equidad, certeza, posibilidad de dirimir desacuerdos) que los legítimos reclamos contra la corrupción, la impunidad, la opacidad, la inequidad, el desaseo y manipulación electoral y el galopante ascenso de conflictos políticos y electorales, son resultado de la pésima calidad de nuestra democracia y su reduccionismo conceptual. Estamos ante un reduccionismo del concepto de la democracia restringida al aspecto electoral, el día en que el ciudadano emite su voto.

ANEXOS

Serie 1
Voto captado por partido político en elecciones para Presidente de la República

 1988-2006
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fuente: Instituto Federal Electoral (IFE)
Serie 2
Entidades federativas por origen de la candidatura del gobernador electo

1994-2012
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fuente: Instituto Federal Electoral (IFE) y Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago).

Gráfica 1
Diputaciones obtenidas por partido político en elecciones federales 

1988-2009
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fuente: Instituto Federal Electoral (IFE)
Gráfica 2
Senadurías obtenidas por partido político en elecciones federales 

1988-2006
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fuente: Instituto Federal Electoral (IFE)
	CUADRO 1

	INDICADORES SELECCIONADOS EN AÑOS DE ELECCIÓN PRESIDENCIAL, 1988-2012

	CONCEPTO
	1988
	1994
	2000
	2006
	2011
	2012*

	PIB (% DE VARIACIÓN ANUAL)
	 1.2 
	 4.8 
	 6.0 
	 5.2 
	 3.9 
	 

	INGRESOS PETROLEROS (MILLONES DE PESOS DE 2003)1
	 356,453.5 
	 302,574.1 
	 455,757.7 
	 708,001.5 
	 1,100,300.0 
	 

	DESOCUPACIÓN (% DE LA PEA) 
	 3.6 
	 3.6 
	 2.2 
	 3.6 
	 5.2 
	 4.9 

	INFLACIÓN (% ANUAL) 
	 51.7 
	 7.1 
	 9.0 
	 4.1 
	 3.8 
	 4.0 

	POBREZA (% DE LA POBLACIÓN TOTAL) 
	 59.7 
	 52.4 
	 53.6 
	 42.7 
	 51.3 
	 

	SALARIO MÍNIMO ($) 
	 7.3 
	 14.0 
	 35.1 
	 47.1 
	 58.1 
	 60.5 

	SALARIO REAL (PESOS DE 1994)
	 5.5 
	 14.0 
	 10.6 
	 10.5 
	 10.2 
	 

	TIPO DE CAMBIO ($) 
	 2.3 
	 3.9 
	 9.4 
	 10.9 
	 12.4 
	 13.2 

	DEVALUACIONES DEL PESO (VARIACIÓN PROMEDIO RESPECTO AL AÑO ANTERIOR)
	 63.6 
	 8.8 
	 9.5 
	 10.9 
	 12.4 
	 13.0 

	DEUDA NETA (% DEL PIB) 
	 61.7 
	 21.1 
	 18.9 
	 15.8 
	 35.8 
	 

	DEUDA EXTERNA (% DEL PIB)
	 45.3 
	 21.4 
	 30.7 
	 11.2 
	 5.1 
	 10.8 

	REMESAS (MILLONES DE DÓLARES)
	 1,897.52 
	 3,474.75 
	 6,572.50 
	 25,566.83 
	 22,730.94 
	 

	RESERVAS INTERNACIONALES (MILLONES DE DÓLARES)
	 6,379.40 
	 6,148.20 
	 32,371.17 
	 70,413.41 
	 130,523.11 
	 146,835.53 

	POBLACIÓN
	 80,840,622 
	 90,265,775 
	 95,753,396 
	 100,638,078 
	 112,336,538 
	 112,336,538 


� Cf., Gómez Tagle, Silvia. México: los riesgos de la consolidación democrática. En Nueva Sociedad Edición Especial. México, marzo de 2006.


� Remitimos a la entrevista realizada por el consorcio Televisa:  Miguel de la Madrid se confiesa:  "El PRI perdió las elecciones de 1988". Transmitido, el 20 de septiembre de 2005. Igualmente a la nota del periódico El Universal, “Miguel de la Madrid acusa a Carlos salinas de corrupto y se desdice”, el jueves 14 de mayo de 2009, a propósito de la entrevista que concedió el ex-Presidente a la periodista Carmen Aristegui, el 15 de abril de 2009, donde lo más relevante es su declaración al respecto de que los márgenes de impunidad gubernamental están en la base del autoritarismo.


� Cf. Patiño Tovar, Elsa. “1988: un hito para las Organizaciones Populares Independientes (OPI)”. En Revista Ciudades Número 22. Puebla, Red Nacional de Investigación Urbana, abril-junio de 1994.


� México se incorpora al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y de Comercio (GATT, por sus siglas en inglés) en el año 1986. La Organización Mundial del Comercio (WTO, por sus siglas en ingles) sustituyó al GATT en el año de 1995.


� Cf. Crespo, José Antonio. “De las concertacesiones a los arreglijos”. En Horizonte político. Periódico Excelsior. México, 23 de noviembre de 2007. En ese artículo, Manuel Espino exdirigente del PAN dice: “…esa estrategia sigue viva con Felipe Calderón. Sólo que no habla ya de concertacesiones (un concepto tabú dentro del panismo, por obvias razones), sino de arreglijos, que en esencia son lo mismo”. Calderón, como Salinas, requiere el respaldo de otro partido para legitimarse en los hechos, así como para detener al movimiento obradorista (equivalente al de Cuauhtémoc Cárdenas entre 1988 y 1994) y empujar reformas. Todo ello, a cambio de impunidad para el PRI, así como “manos libres” para que haga de las suyas en los comicios locales, en los estados que gobierna. Denuncia Espino que, en Durango, Oaxaca, Veracruz, Tamaulipas y Puebla, los gobernadores priístas “restablecieron el autoritarismo de Estado… con la tolerancia y aun el auxilio del gobierno de Calderón, quien busca apoyo en el Congreso para sus reformas” (Proceso, 18/Nov/07).


� Cf. Castillo, Jaime y Patiño Elsa, “Las elecciones de 1994 en Puebla: una operación sexenal, Seminario Nacional sobre las Entidades Federativas: las elecciones de 1994. CIIH-UNAM, 1994. Remitimos a la consulta de, González Casanova, Pablo y Cadena Roa, Jorge (coordinadores). La República Mexicana. Modernización y democracia de Aguascalientes a Zacatecas (tres tomos). Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Humanidades, UNAM, en coedición con La Jornada Ediciones.  México, 1994. Igualmente ver, Gómez Tagle, Silvia (coordinadora), 1994: las elecciones en los estados (dos tomos). CIIH-UNAM, 1994, en coedición con La Jornada Ediciones. México, 1997.


� Del 5 de diciembre de 1997 al 30 de septiembre de 1999, Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano después de haber sido candidato presidencial por el PRD en tres ocasiones (del 1 de octubre de 1999 al 4 de diciembre de 2000 funge como interino Rosario Robles). Del 5 de diciembre de 2000 al 31 de julio de 2005, Andrés Manuel López Obrador, antes de ser candidato presidencial por el PRD (del 1 de agosto de 2005 al 4 de diciembre de 2006, funge como interino Alejandro Encinas Rodríguez. Del 5 de diciembre de 2006 hasta ahora, Marcelo Ebrard Casaubón, todos del PRD.


� Ver el artículo de Herrera, Jorge. IFE reconoce ante la UE presencia de observadores internacionales. En el periódico El Universal, México, 15 de julio de 2006.


� El IFE integró, desde la elección federal de 1994, el Fondo de Apoyo a la Observación Electoral cuyo objetivo es respaldar a grupos de observación nacional acreditados, brindándoles asistencia técnica y financiera. Dicho fondo cuenta con recursos aportados por el gobierno mexicano y ésta manejado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). El Fondo en 1994 fue por 50mdp, en 1997 por 12mdp, en el año 2000 por 40mdp, en 2003 por 15mdp y en 2006 por la cantidad de 40mdp. Cf. Instituto Federal Electoral, Fondo de Apoyo a la observación Electoral. México, 2005. 


� Cf. Convención Interamericana contra la corrupción (OEA, 1996), Convención Anticohecho (OCDE, 1997), Evaluación del Programa del País (CPE, México, 1990-2000), Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Gubernamental, 2002, Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Gubernamental, 2002, Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (ONU, 2003)


� Quienes, por cierto, ostentan los últimos lugares de confianza. Remitimos a la consulta de la Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (ENCUP, 2001, 2003, 2005 y 2008). Secretaría de Gobernación, Secretaría de Relaciones Exteriores y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA). Disponible en Internet en �HYPERLINK "http://www.encup.gob.mx"�http://www.encup.gob.mx� 





� Cf. Boulding,  Kenneth E. Conflict and Defense. A general Theory, New York, 1962. 


� Cf. Castillo Palma, Jaime. “Puebla: cultura política. Ciudadanía y elecciones”. Ponencia presentada al XIII Encuentro de la Sociedad Mexicana de Estudios Electorales (SOMEE). Veracruz, 21 al 23 de noviembre de 2001.  


� Cf. Cortés, Sergio, en la Jornada de Oriente, el 3 de abril del 2001, p4, el 11 de junio de 2002, pp. 1 y 4, así como el 10 de abril de 2012, también disponible en versión electrónica en: �HYPERLINK "http://www.lajornadadeoriente.com.mx/media/multimedia/archivos/p-carpeta-10-20120410-035235.pdf"�http://www.lajornadadeoriente.com.mx/media/multimedia/archivos/p-carpeta-10-20120410-035235.pdf� . 


� En el año 2000, cuatro expriistas gobernaban bajo siglas de otro partido: en Baja California Sur, Tlaxcala y Zacatecas, por el PRD, y en Nayarit por coalición PRD-PAN; para el 2006 había cuatro expriístas: en Aguascalientes y Tlaxcala, postulados por el PAN, en Baja California Sur por PRD, y en Chiapas por coalición PAN-PRD; además de un expanista que gobernaba Baja California Sur por postulación del PRD. En el año 2012, son cinco los gobernadores expriístas: de Chiapas y Guerrero, por el PRD,  de Puebla, Sinaloa -ambos, actualmente, de militancia panista- y Oaxaca, por coalición PAN-PRD-Convergencia); y, además, un experredista en Baja California Sur, por el PAN. Incluso, los principales opositores en elecciones presidenciales de 1988 y 2006, Cuauhtémoc Cárdenas y Andrés Manuel López Obrador, fueron miembros del PRI, así como Marcelo Ebrard, quienes ya como fundadores y militantes del PRD, han ganado las elecciones para jefe de Gobierno del DF por amplio margen de votación en los años 1997, 2000 y 2006, respectivamente.





� Refiere al aumento del IVA de 10 al 15% en el año 2000 y al 16% en el año 2007, al Impuesto Especial a Tasa Única (IETU) y al Impuesto sobre Depósitos en Efectivo (IDE), a la reforma del sistema de pensiones del ISSSTE, al cierre de Luz y Fuerza del Centro (2009) a la reforma Energética, que permite a PEMEX invertir sus propios recursos mediante esquemas de inversión especializados para la producción y exploración (2008) ), lo cuál permitió al gobierno de Felipe Calderón firmar con Estados Unidos el Acuerdo Transfronterizo de Hidrocarburos en el Golfo de México.


� En enero de 2007, el litro de gasolina Premium costaba 8.31 pesos, la gasolina Magna costaba 6.76 pesos y el diesel 5.74 pesos. En marzo del año 2012 la gasolina Premium cuesta 10.74 pesos, la Magna cuesta 10 pesos y el diesel 4.63. (F: La Jornada en �HYPERLINK "http://www.jornada.unam.mx/2012/03/20/economia/026n1eco"�http://www.jornada.unam.mx/2012/03/20/economia/026n1eco�, consulta del 20 de marzo de 2012).


� Según datos del Banco de México, la deuda acumulada para el primer sexenio federal panista, caracterizado también por la llegada de la alternancia, la deuda de las entidades federativas aumentó un 66%, pues pasó de 90,731mmdp en 2001 a 160,093mmdp en 2006. Sin embargo, la tendencia a la contratación de deuda por parte de los gobiernos estatales y municipales se detonó durante el presente sexenio, ya que el total acumulado en 2007 fue de 186,470 mdp y para el cierre del año 2011, fue de 390,777mdp, un crecimiento de más del doble en el total acumulado de deuda.


� El aumento en el número de denuncias de delitos, tanto del fuero común como federal, fue en promedio para el sexenio de Vicente Fox del 1.54%, mientras que en cinco años de gobierno de Felipe Calderón,  es del 2.9%; otro indicador es el número de delitos denunciados por cada 100 mil habitantes, con Fox el promedio fue de 1,487 y con Calderón tenemos 1,617 delitos. (F: Sistema Nacional de Seguridad Pública (http://www.secretariadoejecutivosnsp.gob.mx/es/SecretariadoEjecutivo/, consulta del 14 de marzo de 2012).


� Aumentan los pobres en México: 41 millones de habitantes en el año 1988, 47.3 millones en el año 1994, 51.3 millones en el año 2000, 45.5 millones en el año 2006 y 57.7 millones en el año 2010 y consecuentemente aumenta el monto de las remesas de connacionales en el extranjero. En contraparte, la inflación baja: 51.6% en el año 1988, 7% en 1994, 9% en el 2000, 4.1% en 2006 y de 3.8% en 2011 y aumentan las reservas internacionales del Banco de México. (Anexo, Cuadro 1)
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